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FUNDAMENTOS

La presente iniciativa legislativa tiene 
como finalidad la modificación del Reglamento Interno de la 
Legislatura de Río Negro a los fines de adecuar las normas de 
organización y funcionamiento del Poder Legislativo rionegrino 
a los más altos estándares normativos provinciales, nacionales 
e  internacionales  relacionados  con  la  protección  de  las 
mujeres y diversidades ante los distintos tipo y modalidades 
que puede adoptar la violencia por razones de género.

El  objetivo  principal  del  presente 
proyecto es incorporar al Reglamento interno una modificación 
relacionada  con  la  necesaria  protección  de  las  mujeres  y 
diversidades en el recinto de debate y votación de iniciativas 
legislativas, en el ámbito de las comisiones legislativas y en 
todo  espacio  público  o  privado  donde  los  legisladores  y 
legisladoras desarrollan su actividad legislativa.

Según el trabajo denominado “Vocabulario 
Parlamentario Argentino”1, se define al Reglamento Interno del 
Poder  Legislativo  como  la  “norma  jurídica  especial  de 
funcionamiento y de aplicación exclusiva en el ámbito propio 
del Cuerpo Legislativo que la dicta”.

Otra definición lo conceptualiza de la 
siguiente manera: “es la norma jurídica autónoma de carácter 
administrativo que obliga solo a los miembros de la Cámara”2.

El Reglamento Interno de la Legislatura 
de  Río  Negro  fue  aprobado  en  el  año  1988  y  modificado 
posteriormente en varias oportunidades.

Si  bien  la  Provincia  de  Río  Negro  ha 
sido pionera en legislación destinada a prevenir y eliminar 
las distintas modalidades que puede asumir la violencia por 
razones de género, esta impronta no se ha trasladado al ámbito 
del  Poder  Legislativo  de  nuestra  provincia  donde  cumplen 
funciones mujeres y diversidades que fueron elegidas por el 
pueblo de la Provincia.

LA LEY 26.485 NOS PROTEGE DE LA VIOLENCIA PUBLICA-POLITICA

La  violencia  política  por  razones  de 
género se encuentra incorporada a la ley 26.485 de “Protección 

1  Ubertone, F.  Vocabulario Parlamentario Argentino, Ed. Instituto 
Ciencia y Técnica Legislativa, Buenos Aires, 1997. Páginas 53 y 
54.

2  Castagno,  Antonio,  “Las  Bancas  Parlamentarias”,  ed.  Astrea, 
Buenos Aires, 1972.0
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integral  para  prevenir,  sancionar  y  erradicar  la  violencia 
contra las mujeres en sus relaciones interpersonales”.

La  violencia  política  por  razones  de 
género resulta un obstáculo que deviene en escollos concretos 
a  la  plena  participación  y  el  ejercicio  de  los  derechos 
políticos de mujeres y diversidades.

En nuestro país, hasta la sanción de la 
ley  27.533  en  2019,  la  violencia  público-política  es  una 
modalidad  de  violencia  generalmente  invisibilizada  y 
lamentablemente, naturalizada.

Con  el  fin  de  hacer  visible  lo  hasta 
hace pocos años invisible -los hechos de violencia público-
política contra mujeres y diversidades- desde el Comité de 
Seguimiento de la Convención de Belém do Pará3 ha elaborado 
una  “Ley  Modelo  Interamericana  para  Prevenir,  Sancionar  y 
Erradicar  la  Violencia  contra  las  Mujeres  en  la  Vida 
Política”, con el fin de ser incorporada en el derecho interno 
de los Estados parte de dicha Convención.

Uno de los objetivos de este Modelo de 
legislación es coadyuvar en el proceso de armonización de la 
Convención  de  Belém  do  Pará  con  los  marcos  jurídicos 
nacionales en materia de violencia contra las mujeres en la 
vida política.

En  el  prólogo  de  este  instrumento  de 
alta  importancia  regional  se  precisa  que:  “esta  violencia 
(público-política) se produce por el hecho de ser mujer y 
participar en el espacio público y político, teniendo presente 
que no es el espacio físico donde se realiza la violencia el 
que la define, sino las relaciones de poder que se producen en 
ese espacio.” 

Además, es importante destacar que “para 
los efectos de la Ley Modelo, se convierte en relevante el 
concepto  de  vida  pública  y  política que  desarrolla  la 
Recomendación número 23 del Comité CEDAW, según la cual, la 
vida política y pública de un país es un concepto amplio: En 
esencia,  se  refiere  al  ejercicio  del  poder  político,  en 
particular, al ejercicio de los poderes legislativo, judicial, 
ejecutivo y administrativo. 

Según  su  texto  “para  ser  calificados 
dentro  de  la  categoría  de  violencia  política  contra  las 
mujeres  es  necesario  que  los  actos  cumplan  con  dos 
condiciones: por un lado, que se trate de acciones que estén 

3 3. Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belén do Pará. 
2004. Organización de Estados Americanos (OEA). 
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dirigidas  hacia  mujeres  por  el  hecho  de  serlo  o  que  la 
conducta las afecte de manera desproporcionada; y por otro, 
que su objetivo o resultado sea impedir total o parcialmente a 
las mujeres gozar de sus derechos políticos.” 

Así, la violencia política por razones 
de  género  se  puede  ejercer  de  manera  “individual”,  pero 
siempre  y  en  todos  los  casos,  esa  violencia  conlleva  un 
mensaje que se convierte en “social” y que va dirigido a todo 
el  colectivo  de  políticas  o  que  aspiran  a  serlo  con  el 
objetivo  de  disciplinarlas;  por  ello,  algunas  teóricas  la 
consideran un “delito mensaje”, ya que su impacto se extiende 
al  conjunto  de  las  mujeres  más  allá  de  aquellas  que  son 
directamente afectadas 4. 

Asimismo,  la  Ley  Modelo  distingue  los 
sitios  en  los  que  puede  ocurrir  la  violencia  en  la  vida 
política:

- El ámbito privado o familiar, que puede ocurrir cuando 
la pareja impide o condiciona el voto de la mujer o la 
participación en la vida pública; 

- El ámbito público, refiriéndose a la violencia que puede 
existir,  por  ejemplo,  en  un  partido  político,  una 
asociación  vecinal  o  a  través  de  un  medio  de 
comunicación; 

- El  ámbito  estatal,  como  es  el  caso  de  la  violencia 
perpetrada por personas que ocupan cargos de gobierno. 

Nuestro país incorporó en el año 2019, a 
través de la Ley N° 27.533, este tipo y modalidad de violencia 
pública-política a la Ley N° 26.485 “de protección integral 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres  en  los  ámbitos  en  que  desarrollen  sus  relaciones 
interpersonales”. 

En la definición de violencia contra las 
mujeres  del  Artículo  4°,  se  incorpora  la  afectación  a  la 
participación política.

 
En el Artículo 5°.5 se incorpora a los 

tipos  de  violencia  por  razones  de  género  la  “violencia 
política”:  “Política  (violencia):  La  que  se  dirige  a 
menoscabar,  anular,  impedir,  obstaculizar  o  restringir  la 
participación política de la mujer, vulnerando el derecho a 

4  Krook,M y Restrepo Sanín, J. Género y violencia política en 
América Latina. Conceptos, debates y soluciones. Política gob 
(online). 2016, vol.23, pp127-162.ISSN 1965-2037.



Legislatura de la Provincia
 de Río Negro

una  vida  política  libre  de  violencia  y/o  el  derecho  a 
participar en los asuntos públicos y políticos en condiciones 
de igualdad con los varones.” 

En el artículo 6° inciso “h”, se agrega 
la modalidad: “Violencia pública-política contra las mujeres, 
y se define como ”…aquella que, fundada en razones de género, 
mediando  intimidación,  hostigamiento,  deshonra,  descrédito, 
persecución, acoso y/o amenazas, impida o limite el desarrollo 
propio de la vida política o el acceso a derechos y deberes 
políticos, atentando contra la normativa vigente en materia de 
representación política de las mujeres, y/o desalentando o 
menoscabando el ejercicio político o la actividad política de 
las mujeres, pudiendo ocurrir en cualquier espacio de la vida 
pública  y  política,  tales  como  instituciones  estatales, 
recintos  de  votación,  partidos  políticos,  organizaciones 
sociales,  asociaciones  sindicales,  medios  de  comunicación, 
entre otros”.

Cabe indicar que la violencia contra las mujeres en la vida 
política  puede  incluir,  además,  entre  otras,  la  violencia 
física, sexual, psicológica, moral, económica o simbólica. 

Según  las  autoras  Kroop  y  Restrepo 
Sanín5, detrás   de este tipo de violencia, el mensaje a las 
mujeres y a la sociedad de que ellas “como grupo no deben 
participar en la política”.

 
Según  algunas  autoras  e  investigadoras 

en la materia, la violencia por motivos de género en política 
tiene importantes similitudes con los delitos de odio, dado 
que  los  impactos  de  la  violencia  política  producen 
consecuencias  no  solo  en  las  trayectorias  individuales  de 
quienes  participan  en  política,  sino  que  perpetúan  una 
relación desigual entre los géneros.

El  boletín  temático  de  la  Unión 
Interparlamentaria titulado “Sexismo, acoso y violencia contra 
las mujeres parlamentarias (2016)”6, identifica, entre otros 
factores a considerar, que “las parlamentarias que defienden 
activamente los derechos de las mujeres y que desarrollan sus 
actividades en contextos nacionales de inseguridad general o 
en países en los que existe una clara reticencia con respecto 
a los derechos de las mujeres están más expuestas a todas las 
formas de violencia.” (UIP 2016: 7) Incluso señalan que los 
factores que agravan las manifestaciones de violencia política 
dirigida a las parlamentarias son: pertenecer a la oposición, 
a un grupo minoritario y/o ser joven. 

5  (Krook y Restrepo Sanín 2016b: 472
6  Unión Interparlamentaria. “Sexismo, acoso y violencia contra las 

mujeres parlamentarias”. Boletín temático, octubre 2016
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Por  otro  lado,  según  el  informe  del 
Equipo Latinoamericano de Justicia y Género (ELA) publicado en 
el año 2018, titulado “Violencia política contra las mujeres. 
Experiencias  en  primera  persona”7,  un  98%  de  mujeres 
encuestadas respondió afirmativamente ante la pregunta sobre 
la  percepción  de  factores  que  disuaden  a  las  mujeres  a 
participar en política. 
Otro  antecedente  es  el  informe  realizado  por  la  Fundación 
Friedrich Ebert Stiftung (FES), FUNDECO, y el Observatorio de 
la violencia contra las mujeres en política “Julieta Lanteri” 
en  20198,  basado  en  los  resultados  de  la  Primera  Encuesta 
Nacional  sobre  las  mujeres  en  política  que  impulsaron, 
titulado “No son las reglas, es violencia”.

Este  estudio  se  basó  en  517  casos  de 
legisladoras nacionales, provinciales, funcionarias públicas, 
referentas  de  partidos  políticos  y  mujeres  políticas,  de 
organizaciones sociales, sindicales y estudiantiles. Entre las 
conclusiones  se  expresa  que:  “el  90%  de  las  mujeres 
encuestadas percibe haber sufrido algún tipo de violencia en 
el  ámbito  político”.  Mientras  que  las  principales 
manifestaciones de esta violencia que señalan 9 de cada 10 
mujeres encuestadas son:  “…distribución desigual del trabajo 
político y del uso de la palabra; horarios de las reuniones y 
de los actos políticos que no contemplan las realidades de las 
mujeres con tareas de cuidado familiar; ridiculización; falta 
de  convocatoria  a  reuniones  y  actividades;  difusión 
información personal para dañar su imagen…”. 

PROTOCOLOS PARA EL ABORDAJE DE VIOLENCIA POR MOTIVOS DE GÉNERO 
EN LOS ÁMBITOS PARLAMENTARIOS

Resulta  de  alta  importancia,  que  los 
parlamentos como espacios de trabajo, cuenten con protocolos 
de abordaje de la violencia por razones de género, en su rol 
en la elaboración y sanción de leyes a largo plazo. 

Como todo ámbito laboral, debe contar con 
normas  claras  para  la  prevención,  atención,  sanción  y 
erradicación de la violencia por motivos de género a nivel 

7   Equipo Latinoamericano de Justicia y Género. (2018). Violencia 
política contra las mujeres en Argentina. Experiencias en primera 
persona.  Disponible  en:  https:// 
mujeresenelpoder.org.ar/violencia-politica.

8 La “violencia contra las mujeres en política. Aproximaciones al 
caso argentino”. FUNDECO y Observatorio de la violencia contra 
las mujeres en política “Julieta Lanteri”2019.
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institucional, con el fin de promover una cultura libre de 
discriminación y de violencia. 

Ello,  en  función  de  las  siguientes 
convenciones e instrumentos internacionales y regionales.

● Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer (CEDAW). El artículo 11 
establece la obligación de los Estados de adoptar todas 
las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
basada en el género en la esfera del empleo a fin de 
asegurar los mismos derechos, en condiciones de igualdad 
a todas las personas; 
● Recomendaciones generales (RG) del Comité de la CEDAW: 
RG N° 19; RG N° 28 y RG N° 35, sobre abordaje de la 
violencia de género; 
● Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, capítulo 
III que abarca la violencia contra la mujer; 
● Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la violencia contra la Mujer (Convención de 
Belém do Pará), especialmente el artículo 7° sobre los 
deberes de los Estados; 
● Convenio Nº 190 de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre el abordaje de la violencia y el acoso. 

Como  antecedente  inmediato,  podemos  contar  con  la  GUÍA  DE 
BUENAS PRÁCTICAS PARA ERRADICAR LA VIOLENCIA POR RAZONES DE 
GÉNERO en el ámbito de la Cámara de Diputados de la Nación.

Dicho protocolo deberá activarse para el caso de la denuncia o 
la  toma  de  conocimiento  por  parte  de  las  autoridades 
competentes  de  cualquier  caso  de  violencia  por  razones  de 
género.

Resulta  importante  destacar,  que  esta 
iniciativa debe ser elaborada con la participación e impulso 
del sindicato que representa a los y las trabajadoras de la 
Legislatura  de  Río  Negro  y  con  el  aporte  de  los  propios 
legisladores  y  legisladoras  y  funcionarios/as  del  Poder 
Legislativo.

Esta es la razón por la cual la presente 
iniciativa propone la modificación del Reglamento Interno y no 
una propuesta de Protocolo o instrumento para la prevención y 
eliminación de la violencia por razones de género.

En  caso  de  elaborarse,  resultará 
necesario de acuerdo a los parámetros regionales que el mismo 
siga los siguientes parámetros:
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● Reserva  de  identidad,  protección  a  denunciantes  y 
testigos 
● Colaboración institucional 
● Debida diligencia y celeridad 
● Imparcialidad 
● No revictimización 
● Acceso a vías de recurso y reparación 
● Responsabilidad solidaria 
● Transparencia 
● Asistencia 
● Gratuidad 
● Perspectiva  de  género,  interseccionalidad, 
interculturalidad y derechos humanos 
● No discriminación 
● Confidencialidad y privacidad del procedimiento 
● Trato humano y respetuoso 
● Efectividad 
● Igualdad sustantiva 
● Legalidad 
● Respeto a la dignidad humana 

Asimismo, dicho instrumento requerirá de 
la  asignación  presupuestaria  necesaria  para  su  efectiva 
implementación a los fines de garantizar la disponibilidad de 
recursos para poder financiar la contratación de trabajadoras 
y trabajadores especializados, la provisión de materiales para 
la  capacitación  y  la  creación  de  infraestructuras  internas 
adecuadas para la canalización de denuncias y el apoyo a las 
víctimas. 

El  cumplimiento  permanente  de  la  Ley 
Micaela (2019) será parte de estas directrices o protocolo a 
implementar,  como,  asimismo,  la  puesta  en  vigencia  de  un 
REGISTRO DE DENUNCIAS.

MARCO NORMATIVO DE LA REFORMA DEL REGLAMENTO INTERNO DE LA 
LEGISLATURA DE RIO NEGRO

-1979. La  “Convención  sobre  la 
Eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer” (CEDAW), goza de jerarquía constitucional (artículo 75 
inciso  22  de  la  Constitución  Nacional)  y  forma  parte  del 
sistema  de  protección  de  la  Organización  de  las  Naciones 
Unidas. Mediante la recomendación General n°199, se establece 
que:  “la  violencia  contra  la  mujer  es  una  forma  de 

9  Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer 
(CEDAW), Recomendación General 19 sobre “La violencia contra la 
mujer”,  de  1992.  Documento  disponible  en: 
https://tbinternet.ohchr.org/Treaties/CEDAW/Shared
%20Documents/1_Global/INT_CEDAW_GEC_3731_S.pdf 4 CEDAW
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discriminación que inhibe gravemente la capacidad de la mujer 
de gozar de derechos y libertades en pie de igualdad con el 
hombre”.

Ello  obliga  a  los  Estados  a  adoptar 
medidas efectivas para superar todas las formas de violencia 
basadas en el género. 

Por su parte, la recomendación General 
n° 3510 del año 2017, define el concepto de violencia contra 
las mujeres por motivos de género de la siguiente manera: “El 
concepto de “violencia por razón de género contra la mujer” se 
utiliza como un término más preciso que pone de manifiesto las 
causas  y  los  efectos  relacionados  con  el  género  de  la 
violencia. (Párrafos 8 y 9).

La  CEDAW  fue  aprobada  en  nuestro  país 
mediante ley n° 23.179.

-1994.  La  “Convención  Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer”, (Convención de Belém do Pará), pertenece al ámbito del 
sistema  interamericano  de  protección.  Fue  aprobada  en 
Argentina mediante la Ley 24.632. 

Su trascendencia radica en ser el primer 
instrumento regional por el cual se reconoce el derecho a una 
vida libre de violencias como un derecho humano y en detallar 
los deberes de los Estados Parte en materia de prevención, 
sanción y erradicación de las violencias de género. 

El  Mecanismo  de  Seguimiento  de  la 
Convención de Belém do Pará, ha destacado la necesidad de 
modernizar la legislación sobre violencia contra las mujeres 
mediante  el  uso  de  leyes  integrales  de  violencia,  lo  que 
permite dar un tratamiento unificado y coherente a diversas 
formas  de  violencia  contra  la  mujer  desde  las  políticas 
públicas, la justicia, la investigación y la recolección de 
datos y estadísticas.

En  el  mismo  instrumento  se  expresa: 
“Aunque se ha avanzado considerablemente en toda la región en 
promover la interpretación de la violencia contra la mujer 
como  una  violación  de  los  derechos  humanos,  las  actitudes 
patriarcales y los estereotipos profundamente arraigados con 
respecto a las funciones y responsabilidades de las mujeres y 
los hombres en la familia y la sociedad siguen reforzando la 
desigualdad”. Se sostiene que “…los estereotipos patriarcales 

10  Recomendación general num. 35 sobre la violencia por razón de 
género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación 
general num. 19, CEDAW/C/GC/35, 26 de julio de 2017.
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persisten como el principal obstáculo para la igualdad y el 
respeto de los derechos de las mujeres”.

-2002.  Argentina  ratificó,  mediante  la  ley  25.632,  la 
“Convención  de  las  Naciones  Unidas  contra  la  Delincuencia 
Organizada Transnacional” y sus protocolos facultativos. Entre 
ellos  se  destaca  el  Protocolo  para  Prevenir,  Reprimir  y 
Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños 
(Protocolo de Palermo).

LEGISLACIÓN RIONEGRINA:

En Río Negro se encuentra vigente la ley 
Nº3040,  sancionada  el  16  de  octubre  de  1996:  “Ley  de 
Protección Integral contra la Violencia en el ámbito de las 
Relaciones Familiares”. El Estado Provincial, mediante esta 
ley reconoce que la violencia en la familia constituye una 
violación a los derechos humanos. 

Por  su  parte,  como  objeto  de  la 
normativa, se establecen las garantías, principios, acciones y 
procedimientos  destinados:  a)  La  prevención,  sanción  y 
erradicación de la violencia en el ámbito de las relaciones 
familiares y b) La asistencia integral de los integrantes de 
las familias involucradas en situaciones de violencia. 

En el año 2007, es sancionada la  ley 4573 por la cual se 
modifica en forma integral la ley 3040.

Siguiendo  con  la  enumeración  de  la 
normativa provincial, mediante la ley 4650,11 la provincia de 
Río Negro adhiere a la Ley Nacional Nº 26.485 de “Protección 
Integral  para  prevenir,  sancionar  y  erradicar  la  violencia 
contra  las  mujeres  en  los  ámbitos  en  que  desarrollen  sus 
relaciones interpersonales”.

En su artículo 2º, se establece que el 
Superior Tribunal de Justicia tiene a su cargo los registros 
sociodemográficos de las denuncias con los alcances dispuestos 
en el artículo 37° y siguientes de la Ley Nacional.  

Un año antes, en 2010, la Ley Provincial 
S nº 4510 de mi autoría, creó en el ámbito de la Policía de 
Río Negro las “Oficinas Tutelares de la Mujer, el Niño y la 
Familia” en el marco del artículo 48 de la Ley Provincial S nº 
1965 y del artículo 16 de la Ley Provincial D nº 3040 y sus 
modificatorias.

11  Ley 4650. Adhiere a la Ley Nacional n°26.485. Fecha de sanción 
5/5/2011.
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Por su parte, la ley 4845 del año 2013, 
creó el “OBSERVATORIO DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES” en el 
ámbito del Consejo Provincial de la Mujer. Su objetivo fue 
brindar información para el diseño, implementación y gestión 
de  políticas  públicas  tendientes  a  la  prevención  y 
erradicación de la violencia contra las mujeres y su objeto, 
es  la  recolección,  monitoreo,  producción,  registro  y 
sistematización de datos e información.

Por ello,

Autora: María Magdalena Odarda.
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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO

R E S U E L V E

  

Artículo 1°.- Modifícase  el  artículo  133  del  Reglamento 
Interno  de  la  Legislatura  de  Río  Negro,  el  cual  quedará 
redactado de la siguiente manera:

“Un/a legislador/a falta al orden cuando:

a) Incurre en personalizaciones.

b) Profiere insultos.

c) Realiza manifestaciones discriminatorias conforme 
a la definición del artículo 133 bis.

d) Interrumpe reiteradamente el normal desarrollo de 
la  sesión  sin  autorización,  a  pesar  de  los 
llamados a la cuestión.

e) Incurre  en  los  tipos  y  modalidades  que  puede 
adoptar  la  violencia  por  motivos  de  género 
dispuestos en la Ley N°4650 -adhesión a la Ley 
Nacional  N°  26.485-  “Ley  de  Protección  Integral 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra  las  Mujeres  en  los  ámbitos  en  que 
desarrollen sus relaciones interpersonales”.

Artículo 2°.- Incorpórase  como  artículo  132  ter  del 
Reglamento de la Legislatura de Río Negro, el siguiente texto:

“Artículo 132 ter.- “Queda  prohibido  en  el  ámbito  de  la 
Legislatura  de  Río  Negro,  a  los  efectos  de  este 
Reglamento Interno, toda conducta que implique violencia 
público-política,  como  menoscabar,  anular,  impedir, 
obstaculizar o restringir la participación política de la 
mujer vulnerando el derecho a una vida política libre de 
violencias  y/o  el  derecho  a  participar  en  los  asuntos 
públicos y políticos en condiciones de igualdad con los 
varones”.
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Artículo 3°.- Incorpórese  como  artículo  132  quater  del 
Reglamento  Interno  de  la  Legislatura  de  Río  Negro,  el 
siguiente texto:

“ Artículo 133 quater.- Se define a la violencia público-
política en los términos de la Ley Nacional N°27.533 y a 
los  efectos  de  este  Reglamento  Interno,  a  aquella 
modalidad  que  puede  adquirir  la  violencia  contra  las 
mujeres  y  diversidades  fundada  en  motivos  de  género, 
mediando  intimidación,  hostigamiento,  deshonra, 
descrédito, persecución, acoso y/o amenazas, que impida o 
limite el desarrollo propio de la vida política en el 
recinto  de  votación,  en  el  seno  de  las  comisiones 
legislativas  o  en  cualquier  ámbito  público  o  privado 
donde  las  legisladoras  o  legisladores  cumplen  sus 
funciones”.

Artículo 4°.- DISPOSICIÓN TRANSITORIA: A los efectos de este 
Reglamento  Interno  queda  incorporada  como  obligatoria  la 
capacitación permanente en perspectiva de género y violencia 
contra las mujeres y diversidades dispuesto por la ley nº 5410 
– adhesión a la ley nacional nº 27499 “Ley Micaela”- para 
legisladoras,  legisladores,  funcionarias  y  funcionarios  del 
Poder Legislativo de la Provincia de Río Negro.

Artículo 5°.- De forma.


